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Los  bibliotecarios  no  estamos  acostumbrados  a  reflexionar  sobre  las  implicaciones  éticas  de
nuestra tarea, quizás porque buena parte de nuestras prácticas tienen una estabilidad fundada en
la antigüedad de la profesión y, en cualquier caso, porque los conflictos no se presentan con la
regularidad y el riesgo de otras profesiones. Sin embargo, la revolución tecnológica ubica a los
bibliotecarios en discusiones que tienen por centro a la información, nuestro insumo básico.

Para  establecer  un  marco  a  los  problemas  a  tratar,  es  necesario  identificar  algunas
cuestiones que son fundamentales en la tarea de los bibliotecarios, más allá de la tecnología que
utilicen. No se trata de una lista exhaustiva, pero sí de un conjunto de conflictos relacionados entre
sí y que el desarrollo tecnológico pone en crisis. En principio, la responsabilidad de las bibliotecas
en asegurar el goce del derecho al acceso igualitario a la información, y que es el fundamento de la
profesión.  En  segundo  lugar,  la  responsabilidad  de  las  bibliotecas  como  agentes  de  la  libre
expresión y la lucha contra la censura. En tercer lugar, la responsabilidad de los bibliotecarios en la
protección de la intimidad de sus usuarios (y, si manejan información que incluya datos sensibles,
en la protección de la intimidad de los implicados en esa información). Estas problemáticas están
presentes en todos los códigos de ética profesional1.  Así, el código de ética de la American Library
Asociation2, adoptado en 1995, establece que:

Proporcionamos el más alto nivel de servicio a todos los usuarios de las bibliotecas a través 
de (...) políticas de servicio equitativo, acceso equitativo y respuestas amables, precisas y 
objetivas a todas las solicitudes.

Defendemos los principios de libertad intelectual y nos resistimos a todos los esfuerzos 
dirigidos a censurar los recursos de las bibliotecas.

Protegemos el derecho de cada usuario de las bibliotecas a mantener su privacidad y 
confidencialidad respecto de la información consultada o recibida y a los recursos 
consultados, otro gados en préstamo, adquiridos o transmitidos.

En el mismo sentido, el proyecto de ley para un Estatuto del Profesional en Bibliotecología
y  Documentación  para  la  Argentina3 establece  entre  las  obligaciones  de  los  profesionales

1Para una completa reseña de los códigos de ética para bibliotecarios en distintos países, puede consultarse 
Pérez Pulido, Margarita. Códigos de ética de los bibliotecarios y otros profesionales de la información: comentario y 
análisis comparativo. Boletín de la ANABAD. (2002): 1184 [en línea] [consultado 8/8/2003]. Accesible en:

http://66.70.224.146/documentos/documentos/eticabibliotecarios.doc

*El presente trabajo es una versión de la exposición realizada el 8 de septiembre de 2003 en la mesa 
redonda "Ética y acceso a la información", en el marco de las Jornadas Platenses de Bibliotecología. Agradezco 
a la coordinadora de la Mesa, Prof. Amelia Aguado, y al resto de los participantes por su aporte a la reformulación de 
las ideas contenidas en la exposición. 
2 Puede consultarse en el sitio de la asociación: http://www.ala.org

3 Presentado en la Cámara de Diputados de la Nación el 19 de diciembre de 1995, expediente 5501-D-95.
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comprendidos:

a) Comportarse  (...)  promoviendo  y  asegurando  el  libre  acceso  de  la  comunidad  a  la

información.

b) Guardar  secreto  profesional  sobre  aquellas  informaciones  de  carácter  reservado  o

confidencial que le sean confiadas.

c) Oponerse  a  todo  intento  de  censura,  asegurando la  libertad  de  información  y  la  libre

circulación de la información.

Estas preocupaciones de la comunidad de bibliotecarios son preocupaciones por el respeto
a derechos humanos fundamentales: los derechos a la información, la libre expresión y la intimidad
están previstos en la Declaración Universal de Derechos Humanos y en la Declaración Americana
de los Derechos y Deberes del Hombre. Sin embargo, cada uno de estos derechos puede entrar en
colisión con otro, con el interés general o con intereses particulares, y por eso se producen dilemas
éticos frente a las situaciones concretas que los involucran. El desarrollo de las tecnologías de
información y comunicación puede volver más vulnerables a estos derechos o producir conflictos
nuevos: aunque es difícil saber si estas tecnologías implican nuevos dilemas éticos, sí es seguro
que ponen en crisis las soluciones dadas a esos problemas con anterioridad; esto ocurre porque
las  tecnologías  están  produciendo cambios  económicos  y  jurídicos  respecto  del  conocimiento,
como no se habían dado, probablemente, desde el desarrollo de la imprenta.

Tres  características  le  dan  nuevas  cualidades  a  la  información  en  el  presente:  la
digitalización, la transmisión instantánea a través de las telecomunicaciones y el acceso a través
de motores de búsqueda.

La  digitalización  separa  a  los  documentos  de  su  soporte,  por  lo  que  los  objetos  de
información se vuelven más difíciles de controlar (en tanto la reproducción es muy sencilla y casi
inevitable), más difíciles de autentificar (porque la alteración es también muy sencilla y no deja
huellas) y más difíciles de corregir o borrar (porque nunca puede saberse si no subsiste una copia).

Las telecomunicaciones vuelven ubicuos a los objetos de información, que pueden hallarse
en cualquier lugar a un costo mínimo.

Los motores de búsqueda permiten realizar entrecruzamientos y búsquedas imposibles en
un soporte no informatizado, y vuelven difusos los límites entre diversos sistemas diseñados con
finalidades diversas.

En  lo  que  sigue,  quisiera  comentar  tres  problemas  concretos,  relacionados  con  la
protección a la privacidad de los usuarios, el respeto a la intimidad de las personas implicadas en
la información, y la propiedad de la información y el copyright, no por considerar que se trata de
una lista exhaustiva - dejo de lado, por ejemplo, los problemas éticos fundamentales que implican
la selección y la adquisición de materiales en el marco de una explosión de oferta sin precedentes -
sino  porque  me  permiten  examinar  tres  líneas  de  acción  por  parte  de  los  bibliotecarios  ante
problemas de este tipo.



La privacidad de los datos de los usuarios

El  secreto  profesional  de  los  bibliotecarios  es  un  problema  que  ofrece  pocas  dificultades
«filosóficas»,  pero  que  incorpora  nuevos  desafíos  prácticos.  Como quedó  dicho,  es  un  punto
central en cualquier código de ética profesional: un usuario debe poder dar por supuesto que el
bibliotecario no va a divulgar aquellas informaciones que le hayan sido confiadas en una entrevista
de referencia, que no se van a dar a conocer los datos personales que por razones administrativas
le haya solicitado la biblioteca y que no se va a divulgar el detalle del material que haya consultado.

Puede  estar  en  juego  el  derecho  al  honor  y  la  intimidad  tanto  como  cuestiones
patrimoniales: a través de sus demandas de información, un abogado puede delatar una estrategia
procesal,  un investigador, una posible patente. Pero además esta protección está directamente
relacionada con la libertad de expresión y el libre acceso a la información, puesto que controlar lo
que la población lee o conoce es un objetivo de todos los totalitarismos, y sólo se puede conservar
esa libertad si la privacidad es respetada.

Es posible encontrar razones diversas para que un tercero pretenda violar estas reglas de
privacidad. Pueden darse argumentos relacionados con el interés general - la lucha contra el delito
o la seguridad nacional - o con negocios legítimos de particulares. No se trata de un problema
nuevo. A principios de la década de 1960, el  FBI solicitó colaboración a las bibliotecas de los
Estados Unidos para detectar posibles agentes soviéticos recolectando en bibliotecas información
no clasificada 4. Más allá de la reacción de la comunidad bibliotecaria ante el pedido, es evidente
que  las  dificultades  prácticas  de  verificar  miles  de  boletas  de  préstamo  impedían  extender  y
generalizar consultas de este tipo. Con la difusión de los sistemas de gestión en las bibliotecas,
esos registros están potencialmente a merced de una recopilación masiva y un cruzamiento a
través de motores de búsqueda. Los datos se vuelven más vulnerables.

Y, efectivamente, el problema se ha actualizado. Como parte de las medidas de seguridad
implementadas  por  el  gobierno  de  los  Estados  Unidos  a  partir  del  atentado  a  las  «Torres
Gemelas»,  se sancionó el  U5 Patriot  Act,  que expande la autoridad del gobierno federal  para
investigar  a  ciudadanos  norteamericanos  y  a  extranjeros.  Aunque  el  instrumento  legal  no  es
explícito  en  cuanto  a  los  registros  de  las  bibliotecas,  estos  quedarían  incluidos  entre  otros
«Business Records» a los que se da acceso al FBI. La American Library Association emitió en
enero de 2003 un comunicado5 expresando su preocupación e  instando a los bibliotecarios  a
preservar la privacidad de los intereses de sus usuarios, a informar a sus usuarios acerca de los
riesgos  y  a  conservar  sólo  los  registros  de  consultas  imprescindibles  para  cuestiones
administrativas. En general, se muestra como recomendable que los sistemas de gestión en las
bibliotecas  no  establezcan  relaciones  permanentes  entre  los  usuarios  y  el  material  que  han
consultado, salvo para datos estadísticos que anonimicen esa relación.

Pero se presenta un desafío  adicional.  En la  medida en que las bibliotecas adquieren
servicios de información que no controlan, se vuelve difícil controlar las posibles violaciones a la
privacidad. No es posible imponer los mismos estándares a la entrevista con el referencista que a
la consulta a un sitio Web externo o a una publicación on line. Es técnicamente posible que el

4 Un breve relato en Doyle, Charles. Librarles and the USA Patriot Act  [en línea] The Library of
Congress :  Congressional  Research Service,  Order  Code RS21441 February  26, 2003. [en línea]
[Consultado 81812003]

5 Resolution on the USA Patriot Act and Related Measures that Infringe on the Rights  of Library
Users. 2002-2003 CD #20.1 Puede consultarse en el sitio de ALA: www.ala.org



administrador de un servicio sepa, con absoluta precisión, qué consultó un usuario y es muy difícil
evitar potenciales usos impropios de esa información. El problema ha sido tratado por Janet R.
Cottrell,6 quien considera que, en tanto la biblioteca no medie en la búsqueda del usuario, no puede
garantizar  la  confidencialidad  del  proceso  y  que  la  principal  responsabilidad  reposa  en  los
desarrolladores de los sistemas en no hacer un uso impropio de la información recabada.

Una vez más, el problema es que la información sensible - en este caso, el detalle de las
consultas  de  los  usuarios  -  se  vuelve  más  vulnerable.  Valga  como  ejemplo  una  cita  de  las
«Políticas de privacidad» del servicio de información jurídica online de Lexis Nexis Argentina, 7que
no son en absoluto excepcionales:

Por  el  presente,  Lexis  Nexis  Argentina  S.A.  (en  adelante  "Lexis  Nexis")  informa a  los
usuarios acerca de su política de protección de datos de carácter personal ("Datos Personales")
para  que  los  usuarios  puedan  optar  libremente  si  desean  facilitar  a  Lexis  Nexis  los  Datos
Personales que se les pudieran requerir o que se pudieran obtener mediante de la utilización por el
usuario de los servicios brindados en línea. (...) A fin de proporcionar una adecuada protección a
los Datos Personales, Lexis Nexis les da un tratamiento de conformidad con lo establecido en la
Ley  Nro.  25.326  de  Protección  de  Datos  Personales.  (...)  Lexis  Nexis  podrá  ceder  los  Datos
Personales a sociedades del Grupo Reed Elsevier Inc. (http://www.reedelsevier.com). (subrayados
míos).

Aquí no estamos ante la paranoia orweliana de un estado totalitario, sino ante la posibilidad
de intromisiones de intereses particulares, al menos, y en el mejor de los casos, bajo la forma de
publicidad. Más allá de que la empresa pueda tomar los recaudos legales apropiados, lo que queda
en evidencia es la vulnerabilidad posible de los datos.

Aquí la cuestión es, creo, clara: los bibliotecarios debemos reforzar el celo por la privacidad
de  los  usuarios  en  nuestros  registros  y  alertarlos  acerca  de  las  posibles  filtraciones  que  no
podamos  controlar.  El  usuario  debe  recibir  una  indicación  clara  respecto  de  qué  actividades
cuentan con la protección del secreto profesional y cuáles escapan a esa posibilidad.

La privacidad de las personas implicadas en la información.

Al  examinar  la  defensa de  la  privacidad  de los usuarios,  se  presentaba un conflicto  entre  un
derecho personal y el interés general (las razones de estado) o particular (el interés comercial de
una empresa).

Existe un problema menos habitual en las bibliotecas que cuentan de manera mayoritaria
con material  editado comercialmente,  pero que se presenta con regularidad en los centros de
información que dependen de alguno de los poderes del Estado. Los documentos que el Estado
genera pueden incluir información sensible de las personas a las que se refieren. Es evidente que,
al manejar información de este tipo, hay en tensión dos series de derechos: aquellos que tienen
que ver  con la  privacidad de las personas y aquellos que tienen que ver  con el  acceso a la
información y la transparencia en la administración pública. Pero además se presenta un problema

6 Cottrell, Janet R. Ethics in an Age of Changing Technology: Familiar Territory or New Frontiers? Library Ni Tech.. 17, 
1 (1999): 107.

7 http://www.lexisnexis.com.ar/Corporativos/Politicas.asp



adicional:  quienes  trabajan  en  centros  de  información  que  cuentan  con  este  tipo  de  material
pueden verse en el dilema de negar un documento y restringir el acceso a la información, aunque
no haya un verdadero problema de privacidad en juego, o facilitarlo y someterse a una posible
sanción de sus superiores. Es una práctica, lamentablemente habitual, que desde la administración
se  tienda  a  ocultar  sus  actuaciones  o  a  restringir  el  acceso  todo  lo  posible,  sea  por  sencilla
negativa o por silencio ante pedidos expresos. En este punto, la solución es una definición política
respecto  del  manejo  de  la  información.  En  Argentina  tiene  media  sanción  en  la  Cámara  de
Diputados8 una ley, que ya existe en algunas provincias, 9que reglamenta lo que de todos modos
es un derecho: el acceso a cualquier información generada por el Estado. Lo que se determina es,
por un lado,  que sólo puede negarse la información que esté expresamente restringida en su
acceso a través de una norma y, por otro, que haya sanciones a los funcionarios que nieguen la
información. Los bibliotecarios debiéramos apoyar la sanción de estas leyes que, además, vuelven
más claras las reglas de nuestro trabajo.

Pero más allá de estas restricciones discutibles, hay ocasiones en que efectivamente es
necesario proteger de usos no previstos o impropios los datos sensibles que el Estado recopila. Y,
claramente, aquí es el desarrollo tecnológico el que incorpora nuevos problemas, porque es la
capacidad de consultar bases de datos masivas lo que modifica el grado de vulnerabilidad de los
datos. No es lo mismo tener que ir al Registro Civil a pedir una partida de nacimiento que tener
acceso a los datos de toda la población a través de la consulta a un banco de datos.

Un ejemplo claro de los problemas y soluciones en este sentido es el de la información
procesal y jurisprudencial en los poderes judiciales.
En principio, la publicidad de las actuaciones y las decisiones del poder judicial es uno de los
pilares del sistema para asegurar la igualdad ante la justicia. La publicidad de las sentencias es la
garantía  de  igualdad  ante  la  ley.  Pero  las  sentencias  incluyen  muchísimos  datos  personales,
empezando por la participación de la persona en el caso judicial en cuestión. En principio, las leyes
desde hace mucho protegen a los menores y a las víctimas de algunos delitos anonimizando las
sentencias o colocando sólo las iniciales. Pero estas son excepciones, no la norma.

Mientras  las  sentencias  se  consultaban  sólo  en  los  libros  de  los  juzgados  o  en
publicaciones impresas, el problema no era relevante puesto que el costo de obtener información
sobre una persona en particular era mayor que el rédito de esa información en particular. Pero al
poder utilizar motores de búsqueda sobre grandes bases de datos de consulta remota, es posible
rastrear las actuaciones judiciales en que ha participado un particular. Así, pueden investigarse las
quiebras para incluir a personas en sistemas de información crediticia o rastrear si el candidato a
un puesto de trabajo  le  ha iniciado juicios a  sus empleadores anteriores10.  De manera que el
conflicto  es  complejo:  si  se  oculta  la  identificación  personal  de  las  sentencias,  se  pierde  en
transparencia de la justicia; si no se oculta, se viola la privacidad.

8 Ley de "libre acceso a la información". Sancionada por la Honorable Cámara de Diputados el
8 de mayo de 2003.

9 Ciudad  Autónoma  de  Buenos  Aires.  Ley  104.  Boletín  Oficia/(29/12/1998).  Chubut.  Ley  3764.
Boletín oficial (6/11/1992).

10 Para esta cuestión en particular, como para toda la problemática del derecho a la intimidad ante las nuevas 
tecnologías, puede consultarse: Gregorio, Carlos G., Silvana Greco y Javier Beliosian. Impacto de las nuevas 
tecnologías de comunicación e información sobre los derechos de intimidad y privacidad.. En: Bonilla, Marcelo 
y Gilles Cliche, eds. Impactos sociales de las Tecnologías de Información y Comunicación (TIC) en Latinoamérica y el 
Caribe. Quito, FLACSO, 2001. pp. 375-444



En julio de 2003, representantes de poderes judiciales, organizaciones de la sociedad civil
y  académicos  de  varios  países  de  América  Latina  aprobaron  en  Costa  Rica  las  «Reglas  de
Heredia», que fijan las reglas mínimas para la difusión de información judicial en Internet11.

Lo que hacen las reglas es, en principio, fijar la finalidad de la información recopilada:
La finalidad de la difusión de información de sentencias y resoluciones judiciales será:

a) El conocimiento de la información jurisprudencial y la garantía de igualdad ante la ley;

b) Para procurar alcanzar la transparencia en la administración de justicia.

Claramente,  la  finalidad  no  es  recopilar  información  crediticia,  ni  es  conocer  los
antecedentes de un trabajador. La solución tecnológica propuesta es limitar la capacidad de los
motores de búsqueda, programándolos para que se ajusten «al alcance y finalidades con que se
difunde la  información judicial»,  esto es:  para que ignoren nombres y  datos personales.  Nada
impide,  salvo excepciones como los  casos  en que intervengan menores,  obtener la  sentencia
completa una vez que se la identifica por otros medios, como el tema o el número de registro. Las
reglas son claras en limitar su alcance a la difusión en Internet u otros formatos electrónicos12.

Este «principio de finalidad»13 es una regla central para decidir acerca de estos conflictos
éticos:  un sistema de información debería recopilar  sólo los datos mínimos necesarios para la
finalidad para la cual fue creado y debiera permitir sólo los procesos de búsqueda que apunten a
satisfacer esa necesidad. Por ejemplo, un registro de usuarios de una biblioteca no debiera permitir
conocer  el  detalle  de  lo  que  el  usuario  consultó  a  lo  largo  de  su  historia,  salvo  para  fines
estadísticos (y por consiguiente, anónimos); del mismo modo, el registro de las consultas a una
revista electrónica no debiera ser entregado a una empresa para armar un perfil para marketing
directo.

La propiedad de la información

El derecho de autor le da al propietario la posibilidad de tener el monopolio en la reproducción de
una obra. La razón de ser de este monopolio, que es una restricción al derecho del resto de la
sociedad de copiar - y alterar - libremente esa producción, es estimular la producción intelectual
permitiendo al autor recibir una retribución por su trabajo. Este monopolio no puede ser absoluto,
porque se contrapone a otros derechos (derecho a la educación, a la información) y podría limitar
esa misma producción.

Las  bibliotecas  tienen  una  relación  naturalmente  conflictiva  con  el  derecho  de  autor.
Nacidas siglos antes de que la copia libre de los documentos estuviera prohibida o limitada a
agentes autorizados - de hecho, nacidas siglos antes de que hubiera algo parecido a la copia
exacta e industrial - las bibliotecas ponen el acento en la socialización del conocimiento. Aunque es

11 Reglas  mínimas  para  la  difusión  de  información  judicial  en  Internet  Aprobadas  durante  el  seminario  "Internet  y
Sistema  Judicial"  realizado  en  la  ciudad  de  Heredia  los  días  8  y  9  de  julio  de  2003.  Pueden  consultarse  en
www.iijusticia.edu.ar

12 Reglas de Heredia, "Alcance 1: Estas reglas son recomendaciones que se limitan a la  difusión en Internet o en
cualquier otro formato electrónico de sentencias e información procesal. Por tanto, no se refieren al acceso a documentos
en las oficinas judiciales ni a las ediciones en papel.

13 Para una definición y comentario a este principio, cf. Gregorio, Carlos G., Silvana Greco y Javier Beliosian, op. cit.,  en
especial pp. 425-426 y 438-440.



necesario que respeten las leyes sobre derechos de autor,  y es una cuestión que aparece en
algunos códigos de ética, no puede olvidarse que su razón de ser está en permitir el acceso del
modo más amplio posible. Se trata de un conflicto ético y político central, en tanto las limitaciones
que impone el derecho de autor tienden en muchos casos a convertirse en instrumentos para el
control de la circulación de información, más que para el impulso de la creación humana. En tanto
la economía vuelva cada vez más valiosa la información agregada a productos y servicios, en los
países en desarrollo la cuestión del acceso, o la restricción, se torna un problema de importancia
capital.14

Aquí  se  presentan  varios  conflictos  relacionados,  por  un  lado,  con  la  aparición  de
tecnologías que facilitan de un modo nunca antes visto el copiado y la distribución de documentos
y,  por  otro,  con  las  respuestas  que  las  industrias  culturales  dan  a  estas  tecnologías  y  a  las
prácticas sociales relacionadas, en la forma de exigencias de regulaciones que tienden a alterar el
equilibrio entre propiedad del autor y beneficios sociales, que el derecho de autor debe balancear. 

En principio, en lo que atañe estrictamente a la práctica profesional en las bibliotecas,
podemos subrayar dos problemas básicos: la extensión sucesiva de los plazos de protección de las
obras; la tensión entre facilidad de copia y distribución de los objetos de información digital y las
consiguientes restricciones que imponen sobre esos objetos los productores o propietarios.

Cada revolución tecnológica relacionada con la reproducción de documentos ha llevado a
una creciente restricción respecto de la propiedad de la información. En la medida en que más
personas y, en particular, más individuos en ámbitos privados puedan realizar copias, la reacción
es endurecer las regulaciones sobre derecho de autor y extender los plazos de protección de las
obras. Michel Hart - fundador del «Project Gutenbergn, dedicado a poner a disposición en Internet
obras que entran al dominio público - ha correlacionado la creación y las sucesivas extensiones en
los plazos de protección de la propiedad intelectual con los sucesivos desarrollos tecnológicos de
la  copia:  la  imprenta  de  Gutenberg,  las  técnicas  de  imprenta  de  fines  de  siglo  XIX,  las
fotocopiadoras y, finalmente, la reproducción digital.15 El problema es que, en la medida en que
esos plazos se extienden, queda más claro que el copyright tiende a utilizarse como un modo de
apropiación  indefinida  de  obras  por  parte  de  empresas  o  productores  de  información  y
conocimiento,  antes  que  como un  modo de  proteger  a  los  autores,  que  en  muchos casos  ni
siquiera son los beneficiarios. Michel Hart explica que sólo una muy limitada elite de obras puede
rendir beneficios económicos a 70, 90 o 100 años de su primera publicación y que la protección de
esas pocas obras, para beneficio de personas que obviamente no son sus autores, excluye del
dominio público a toda la producción intelectual contemporánea, justo en el momento en que la
tecnología permite copiar y difundir esas obras a un costo casi nulo.

En la Argentina, desde 1997, el copyright expira a los 70 años de la muerte del autor y a

14 Quizás  sea  síntoma  de  un  modo  de  entender  estos  problemas  en  los  países  desarrollados  que Janett
Cottrell,  op. cit.,  al enumerar los problemas éticos en las bibliotecas, deje de lado expresamente los problemas
relacionados con el  copyright,  considerándolos "cuestiones legales",  como si  la  ley o la  propiedad privada  no
tuvieran que ver con la ética.

15 Hart, Michael. Information Age": For Whom?, 1997 [en línea] http://promo.net/pg/ cplea97/iage9710.html. ''The First
Information Age was created by the Gutenberg  Press and was brought to a screeching halt by the first copyright
laws. The Second Information Age was created by the steam and electric presses of the turn of the last century, and
was brought to that same kind of screeching halt by the Copyright Act of 1909, which doubled all copyright terms,
retrospectively: as long as it was not an  already expired  copyright.  The Third  Information Age was created by
the  xerox  machine,  such  a  short  time  ago  that  many  of  you  still  remember  it,  and,  it  was  brought  to  a
screeching halt by yet another copyright extension; not by better enforcement of the current copyright laws.



los 50 años de la creación, para el caso de obras anónimas o propiedad de una empresa.16 En
Estados  Unidos,  a  partir  de  una  modificación  legislativa  de  1998  -  que  ha  sido  llamada
irónicamente Mickey Mouse copyright act, puesto que evitó la entrada del ratón Mickey al dominio
público - se ha extendido, para las obras creadas después de 1978, a 70 años desde la muerte del
autor y a 95 años de la publicación o 120 de la creación para obras de propiedad corporativa 17. No
es ocioso recordar que la legislación norteamericana en cuestiones de propiedad intelectual tiende
a  exportarse  otros  países,  mediante  el  instrumento  de  los  acuerdos  para  el  comercio
internacional.18

Esta extensión de los plazos de protección trae para las bibliotecas varias dificultades. En
principio, complica y limita posibles proyectos de digitalización de sus fondos. Todo proyecto de
digitalización de una parte de la colección implica examinar si las obras están en el domino público
o es necesario pagar a los propietarios por su edición digital. En la medida en que los plazos se
extienden, menos obras pueden digitalizarse y aumentan los costos relacionados con investigar si
la obra está protegida o por el pago de los derechos, aún en los casos en que el interés comercial
del  material  no  podría  justificar  una  edición  comercial.  Por  otra  parte,  una  de  las  funciones
primordiales de las bibliotecas, la preservación de la memoria de la humanidad, se ve limitada en lo
que respecta al material nacido digital, puesto que en el mundo digital, toda acción de preservación
implica copia, sea como resguardo, refresco de soportes o migración de formatos. Y es la copia no
autorizada  el  principal  enemigo  de  las  industrias  culturales  en  tiempos  de  digitalización.  Los
documentos digitales, sean nacidos así o digitalizados a posteriori, están cambiando de manera
radical los problemas y las soluciones dadas tradicionalmente en las bibliotecas a la gestión de
documentos e información. Las tareas más básicas - circulación de documentos y preservación del
material  -  entran en crisis:  en un entorno digital,  en donde circulación y preservación implican
copia.

Richard Stallman, teórico e impulsor del movimiento de software libre, ha alertado sobre los
riesgos del  libro  electrónico  en  relación  con  la  pérdida  de  libertades  que  el  usuario  de libros
impresos puede dar por sentadas:

La razón es que los e-books son la oportunidad de quitar a los lectores de libros impresos 
algunas de las libertades residuales que tienen y que siempre tuvieron. La libertad, por  
ejemplo, de prestarle un libro a un amigo, o de tomarlo prestado de una biblioteca pública, 
o de vender una copia a una librería de viejo, o de comprar una copia anónimamente, sin 
dejar registrado en una base de datos quién compró ese libro en particular. Y puede que 
aún el derecho a leerlo dos veces.
Éstas son libertades que los editores quisieran quitar, pero no pueden en el caso de los 
libros impresos porque sería una quita de poder muy obvia y generaría una protesta.  
Entonces encontraron una estrategia indirecta: primero, obtienen la legislación para quitar 
esas libertades para los e-books cuando todavía no hay ebooks, así no hay controversia. 
No hay usuarios preexistentes de e-books acostumbrados a sus libertades y dispuestos a 
defenderlas. Eso ya lo obtuvieron con el Digital Millenium Copyright Act en 1998. Entonces 
introducen e-books y gradualmente logran que todos se pasen de los libros impresos a los 

16 Argentina. Ley 11723 art. 5°. Texto según Ley 24870, Boletín Oficial (16/ 09/ 1997)

17 L15 Code. Title 17. Chapter 3. Sec. 301 a 305 (con las modificaciones de la Copyright Act de 1998). 
http://www4.1aw.cornell.eduiuscode/17/ch3.html

18 Cf. Grijalva, Agustín. Internet y derechos de autor. En Bonilla, Marcelo y Gilles Cliche, eds. Impactos sociales 
de las Tecnologías de Información y Comunicación (TIC) en Latinoamérica y el Caribe. Quito, FLACSO, 2001. pp. 445-476



e-books, y eventualmente el resultado es: los lectores perdieron esas libertades sin que 
jamás haya habido un instante en el que esas libertades les fueran quitadas y en el que 
ellos pudieran haber luchado para retenerlas.19

Aunque el libro electrónico tiene aún una difusión limitada, ya es completamente habitual

que las bibliotecas adquieran servicios de información en línea o revistas electrónicas. En muchos
casos, lo que se adquiere no es el documento electrónico, sino una licencia de uso que prohibe, de
modo expreso o por  remisión a las leyes de propiedad intelectual,  la  copia  y,  por  lo  tanto,  el
aprovechamiento cabal de las potencialidades del nuevo soporte. El contenido de las reservas de
copyright que los editores incluyen en los libros impresos - y que demuestran la obsesión por el
tema en los productores 20 - y la penalización creciente de la copia privada que se observa en la
persecución a los usuarios de los servicios de intercambio de archivos, en particular de música, en
Estados Unidos y  otros países,  demuestran que no se trata de riesgos ilusorios o futuros.  La
concentración de las empresas editoriales y en general de las industrias culturales las convierte en
agentes poderosos a la hora de obtener por parte de los estados regulaciones crecientemente
restrictivas. De modo paradoja!, el desarrollo tecnológico puede terminar siendo un modo de limitar
el acceso a la información y ampliar la brecha entre pobres y ricos.

No se trata de negar la necesidad de la protección a la propiedad intelectual, sino de tener
en cuenta que a nuevas realidades que no están previstas en la legislación debe responderse con
nuevas estrategias que protejan a los productores y, sobre todo, a los autores, pero que a la vez
tengan en cuenta el interés común. Tal como ha fijado IFLA, 21es esencial que la normativa asegure
que se permitan los mismos usos a la información en formato electrónico que en formato impreso,
y las bibliotecas deberían poder realizar copias para uso interno o de preservación y mantener
servicios de préstamo, así como contar con esquemas de pago administrativamente sencillos para
las copias que excedan los usos libres permitidos.

La acción de los bibliotecarios es, ante este problema, esencialmente política, en forma de
intervención  pública  para  que  las  regulaciones  y  las  prácticas  concretas  no  conviertan  a  la
información en una propiedad privada inaccesible para la comunidad en su conjunto. La alianza
con instituciones,  como la  Universidad,  o colectivos y organizaciones que tengan intereses en
común en estas cuestiones es una estrategia esencial.

19 Stallman,  Richard  (2001)  Copyright  y  globalización  en  la  era  de  las  redes  de  computadoras.  [en línea]
[Acceso: 10/8/2003] http://www.gnu.org/philosophy/copyright-and-globalization.es.html. También publicado con el título
Libros, derechos y tecnología. Radarlíbros. Suplemento literario de Página/12. (10, 17 y 24 de marzo 2002).

20 Es  ilustrativo  comparar  esas  leyendas,  que  hace  unos  años  se  limitaban  a  indicar  que  estaba  "prohibida  la
reproducción  total  o  parcial"  o  apenas  informaban  "hecho  el  depósito  que  manda  la  ley",  con  las  exasperantes
enumeraciones de posibles modos de copia  ("ninguna parte de esta publicación puede ser reproducida, almacenada o
transmitida en manera alguna ni por ningún medio, sea eléctrico, químico, mecánico, óptico, de grabación o de fotocopia")
o  de  uso  ("quedan  rigurosamente  prohibidas  (...)  la  distribución  de  ejemplares  mediante  alquiler  o préstamo
públicos"). Debo la observación de estas  leyendas y muchas ideas al artículo de Daniel Link. Orbis Tertius (la obra
de arte en la  era de su reproductivilidad digital).  En su  Cómo se lee y otras intervenciones críticas.  Buenos Aires,
Norma, 2003.

21 International Federation of Library Associations and Institutions. Position Paper on Copyright in the Electronic 
Environment, October 1996 [en línea]. Accesible en: www.ifla.org/Wpress/pr961002.htm



Final 

Como  quedó  dicho  al  principio  de  la  exposición,  los  problemas  éticos  presentados  fueron
seleccionados a efectos de identificar diferentes tipos de acción por parte de los bibliotecarios. Así,
el  respeto  a  la  privacidad exige  el  fortalecimiento de algunas prácticas en la  relación  con los
usuarios, para reforzar la atención ante la vulnerabilidad de los datos y alertar a los usuarios en el
uso de ciertos recursos. El conflicto entre acceso a la información y derecho a la intimidad tiene
una solución que es, al menos parcialmente, tecnológica, dada por el diseño de estructuras de
datos y motores de búsqueda que cumplan con el principio de finalidad en el tratamiento de la
información.  El  conflicto  entre  la  propiedad  de  la  información  y  su  libre  acceso  sólo  puede
solucionarse, en cambio, si los bibliotecarios intervenimos como comunidad en estos debates que,
como no podría ser de otro modo por tratar sobre la propiedad privada, son debates políticos.

Los cambios de estatuto que está sufriendo la información en todos sus aspectos ponen a
la profesión de bibliotecario en el centro de debates que incluyen luchas de intereses, que nos
exceden  y  en  las  que  no  estamos  acostumbrados  a  participar.  Es  imprescindible  nuestra
intervención para la supervivencia y el desarrollo de nuestra profesión, pero, sobre todo, para la
supervivencia y el desarrollo de las libertades en la sociedad. La tecnología debe ser un impulso y
no un obstáculo para cumplir con lo que la Declaración Universal de Derechos Humanos define
como el derecho de todo individuo a la libertad de opinión y expresión; derecho que incluye «el no
ser molestado a causa de sus opiniones, el de investigar y recibir informaciones y opiniones, y el
de difundirlas, sin limitación de fronteras, por cualquier medio de expresión».


